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SEXTA SESIÓN DEL GRUPO DE TRABAJO INTERGUBERNAMENTAL DE COMPOSICIÓN ABIERTA CON EL MANDATO DE ELABORAR UN INSTRUMENTO INTERNACIONAL JURÍDICAMENTE VINCULANTE SOBRE EMPRESAS TRANSNACIONALES Y OTRAS EMPRESAS CON RESPECTO A LOS DERECHOS HUMANOS
Martes, 27 de octubre de 2020
ARTÍCULO 3
Señor Presidente,
Ecuador considera que este artículo sobre el ámbito material del tratado (scope) ha sido sustancialmente mejorado en la Segunda Versión Revisada.

Respecto al primer párrafo, únicamente proponemos que la expresión “a menos que se establezca otra cosa” (unless stated otherwise) sea más específica, pues es necesario acotar que únicamente el propio instrumento vinculante podría establecer una cosa diferente de la regla general, y no el Estado u otros actores a nivel doméstico, como podría dar a entender la actual redacción.
Respecto al párrafo segundo, consideramos adecuado que se recoja una modulación específica anti-discriminatoria para las empresas, por razón del “tamaño, sector, contexto operacional y la severidad de los impactos de derechos humanos” (size, sector, operational context and the severity of impacts on human rights), y que esa gradación de diferentes obligaciones de prevención quede a criterio de la legislación de cada Estado Parte. 
El Ecuador considera, no obstante, que esta disposición anti-discriminatoria no puede llegar a interpretarse en el sentido de que pueda haber empresas cuyos abusos a los derechos humanos sean tratados de una manera más leve que los abusos de otras empresas, sino precisamente al contrario: la cláusula debe tener por fin asegurar una uniformidad respecto la exigencia de acuerdo con las posibilidades reales de causar un efecto adverso a los derechos humanos, precisamente para que todas las empresas reciban un igual trato bajo la aplicación del instrumento vinculante. En ese sentido, sería importante se considere proponer un inciso o cláusula que precisamente asegure que no pueda tener lugar esa interpretación.
Respecto al párrafo tercero, Ecuador considera que persiste el debate acerca de la conveniencia de mencionar “cualquier tratado fundamental sobre derechos humanos o convención fundamental de la OIT” (any core international human rights treaty and fundamental ILO convention). 
Para evitar una posible dispersión de criterios, proponemos aproximarnos al máximo posible al Principio 12 de los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos que se refiere: “… a los derechos humanos internacionalmente reconocidos, que abarcan, como mínimo, los derechos enunciados en la Carta Internacional de Derechos Humanos y los principios relativos a  los derechos fundamentales establecidos en la Declaración de la Organización Internacional del Trabajo relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo.”

Una formulación similar en el instrumento vinculante constituiría una solución de mínimos que no hace depender la vigencia de los derechos de que un Estado haya ratificado un tratado específico. Además, sería una propuesta de consenso basada en los Principios Rectores. Adicionalmente, la formulación tiene un carácter autoritativo en la Comunidad internacional, pues incluye a la Declaración Universal de los Derechos Humanos como a los dos Pactos Internacionales de Nueva York de 1966. 

Para no extendernos en esta argumentación, nos remitimos al comentario al Principio 12 de los Principios Rectores, que contiene una explicación más detallada de la propuesta. 

ARTÍCULO 4
Ecuador desea reiterar, como ya hizo en la Quinta Sesión, que este artículo es uno de los más importantes del instrumento. Comprobamos que la Presidencia ha conseguido reducir la extensión de este artículo, y que ha procurado referir en esta nueva versión únicamente derechos de las víctimas –no obligaciones de los Estados–. 

Este presente artículo reviste una especial complejidad técnica, que requeriría valorar diferentes tipos de solución. La propuesta actual de la Presidencia es, ciertamente, una solución creativa que permite referirse a todos los derechos (numeral 1), enfatizar algunos en especial (numeral 2) y asegurar que mejores estándares de protección de derechos no queden proscritos por el instrumento (numeral 3). Sin embargo:
1) El primer numeral podría entrar en contradicción con el artículo 3, pues ahí es donde se establecen cuáles son los derechos humanos protegidos. 
2) El segundo numeral tiende a enfatizar únicamente a derechos civiles y políticos; y, no diferencia entre derechos procesales y sustantivos de las víctimas. 
Como ya tuvimos ocasión de manifestar durante la Quinta Sesión, consideramos que para solventar esta dificultad técnica, podría partirse de una cláusula general de derechos sustantivos, como la contenida en el primer inciso del actual artículo 4.2.a (victims shall be treated with humanity and respect for their dignity and human rights, and their safety, physical and psychological well-being and privacy shall be ensured). 
Además, si es preciso enfatizar derechos sustantivos específicos, deberían mencionarse los más fundamentales de manera equilibrada, tanto civiles y políticos como económicos, sociales y culturales.

Finalmente, este artículo se beneficiaría si los derechos procesales, conectados con la idea de acceso a la justicia, se diferenciaran de los derechos sustantivos. En este sentido, Ecuador reitera que es imperativo contar con una noción clara, precisa y amplia de “acceso a la justicia” a fin de que se pueda asegurar la exigibilidad de los derechos y se evite que la declaración sustantiva de derechos quede reducidas a meras intenciones. Al respecto, nos remitimos al razonamiento que manifestamos durante la Quinta Sesión. 
Muchas gracias, señor Presidente.

